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1. Introducción 

El déficit de vivienda es propio de una sociedad que organiza el acceso legal a los ser¬ 
vicios habitacionales a través del mercado. Allí, la oferta va dirigida a los segmentos de la 
población con capacidad de pago, puesto que la vivienda y el conjunto de servicios habita¬ 
cionales son realizados por productores y promotores inmobiliarios como mercancías que se 
cotizan y venden en el mercado, con el fin de obtener ganancias. 

En el seno de la sociedad, al ensancharse los sectores que quedan excluidos del em¬ 
pleo (y, por lo tanto, de las posibilidades de tener ingresos suficientes para acceder a la vi¬ 
vienda y a los servicios públicos), mayores se tornan los niveles de déficit habitacionalL 

El Estado interviene directa e indirectamente para reducir el déficit habitacional de los 
grupos excluidos y complacer las demandas de los sectores empresariales, manteniendo 
incuestionables las bases del sistema que da origen al problema habitacional, en particular, 
y a la inequidad en la distribución de la riqueza, en general. Por un lado, afecta recursos 
públicos (escasos) para crear instituciones que implementan planes y programas de inter¬ 
vención en el campo de los servicios habitacionales y, por otro lado, actúa en el sistema 
económico mediante la aprobación de medidas de diferente tipo, políticas de tierras y vi¬ 
vienda, de comercio exterior, de precios, etc. 

A medida que se fue consolidando el modelo neoliberal en nuestro país, fue cam¬ 
biando el rol del Estado en la atención de las cuestiones sociales, abandonando las 
intervenciones de tipo universal (es decir, con alcance al conjunto de la población) y acre¬ 
centando las políticas focalizadas; es decir, acciones asistenciales para responder ante 
problemáticas puntuales vinculadas a la pobreza de grupos específicos. 


^ Entendemos al déficit habitacional en sentido amplio, considerando tanto el acceso a la vivienda como al con¬ 
junto de servicios públicos y equipamientos comunitarios que enriquecen la vida urbana. Por lo tanto, alejado de 
la concepción tradicional que lo refiere solo a la cantidad de viviendas faltantes o deficitarias. 




La introducción del término focalización (y las acciones que él conlleva) se enmarca en 
el conjunto de políticas de lucha contra la pobreza encaradas por los mismos organis¬ 
mos internacionales que sostienen las reformas neoliberales, conjuntamente con los 
gobiernos que cumplen sus mandatos. La atención del déficit habitacional de los sectores 
excluidos (los más pobres entre los pobres) quedará, entonces, dentro de las denominadas 
políticas sociales de auxilio a la pobreza, mientras que las políticas habitacionales se fue¬ 
ron redireccionando hacia sectores con alguna capacidad de pago (sobre todo en la década 
pasada). 

Dadas las enormes transformaciones económicas y sociales de las que hemos sido 
testigos durante los últimos veinte años, las políticas habitacionales han ido cambiando y 
mostrando que responden a los diferentes diagnósticos que se hacen en cada periodo; 
a las formas de concebir al Estado y a los problemas que se incluyen en la agenda pública 
y las modalidades para encararlos. 

Pretendemos hacer un repaso de las operatorias que el Estado provincial ha puesto en 
práctica para atender la problemática habitacional desde los años previos a la creación del 
Plan Bonaerense de Tierra y Vivienda. En ese momento, comenzaron a plasmarse en ac¬ 
ciones públicas las modificaciones surgidas de los debates en torno al modelo centralizado 
de gestión de las políticas habitacionales, que había imperado desde los inicios de la déca¬ 
da del 70. Así, mediante este recorrido retrospectivo, pretendemos llegar a conocer dónde 
estamos parados cuando el gobierno nacional difunde el Plan Federal de Vivienda en 
el año 2004. 

En la agenda de políticas públicas, el resurgimiento de temas como el acceso a la tie¬ 
rra urbana, la vivienda y la infraestructura, resulta auspicioso y promisorio. Pero desconocer 
las modalidades de acción pública anteriores y sus resultados nos puede llevar a cometer 
errores similares y encontrarnos, dentro de unos años, hablando de lo que se debería haber 
hecho. 


2. El déficit en la provincia de Buenos Aires 

Nuestra provincia cuenta con un desgraciado récord de población en situación ha¬ 
bitacional deficitaria. Según los datos del Censo Nacional de Población y Vivienda de 
2001, de los 3.900.000 de hogares que existen en la provincia, el 30% presenta algún tipo 
de déficit habitacional: familias que habitan viviendas irrecuperables o viviendas deficitarias 
pero recuperables; familias que presentan hacinamiento por cuarto y hacinamiento de hoga¬ 
res. 

Buenos Aires tiene el 36% del déficit total del país: más de 1.200.000 hogares deficita¬ 
rios, de los cuales 800.000 (un 24%) están en el Gran Buenos Aires^. 


3. Los programas de tierra y vivienda 


^ Las cifras de déficit varían según distintas estimaciones, entre otras razonas por referirse a distintos 
parámetros, pero siempre son escandalosas y se mantienen a lo largo de los años. Actualizando los datos a 
2017, según estimaciones de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda de la Nación, en nuestro país el 
déficit habitacional era de 3,5 millones de viviendas (CEDU, 2017). Según un documento de Habitar Argentina, 
Consenso nacional por un hábitat digno, de esa cifra, 37% corresponde a hogares en villas y asentamientos 
irregulares, lo que representaría alrededor de 1.290.000 familias. 



3.1. Los antecedentes 


Muy avanzada la década del 80, estaba aún consolidado en nuestro país el modelo 
tradicional centralizado de intervención pública en materia de vivienda social, gestado a 
principios de los años 70 y financiado con recursos del Fondo Nacional de la Vivienda (FO- 
NAVI). Este modelo adoptaba como solución privilegiada la construcción de unidades habi- 
tacionales insertas en grandes conjuntos y su entrega a los adjudicatarios (una vez finaliza¬ 
das y equipadas) con extensos plazos de pago de las cuotas. 

En 1984, durante el gobierno de Alejandro Armendáriz, se implementa un programa in¬ 
tegral y avanzado, aunque no de regularización sino de mejoramiento: el PRODIBA (Pro¬ 
grama de Desarrollo Integrado Buenos Aires). Este programa fue un antecedente de otros, 
pero fue desactivado. Además, ese mismo año se reinterpreta la Ley de expropiación (que 
fue pensada para bienes como electroductos, rutas, etc.), aplicándosela por primera vez a 
ocupaciones irregulares en Florencio Varela. 


3.2. Los programas del período 1987-1991 

Aunque se destinaron enormes masas de recursos, no se llegó a reducir el déficit: por 
el contrario, éste aumentaba su ritmo de crecimiento. Llegamos así al final de la década del 
80, con un sistema público que recibía críticas de diferentes actores. 

Por un lado, las organizaciones sociales observaban la gran distancia entre los pro¬ 
blemas que afectaban a las clases populares y las soluciones propuestas por el Esta¬ 
do, y reclamaban espacios de participación en el diseño e implementación de los progra¬ 
mas. En este caso, la crítica estaba dirigida a la centralidad del sistema y su manejo des¬ 
de el Estado nacional, sin contacto fluido con las diferentes realidades locales. 

Por otro lado, los organismos internacionales de crédito impulsan la voz de quienes 
postulan que es necesario un ajuste significativo en el gasto público y una reestructu¬ 
ración del Estado, pretendiendo que este se deshaga de diversas funciones que había 
cumplido hasta el momento, o las traslade a instancias estatales menores. Una de ellas es 
la intervención en la producción de vivienda social. 

La Provincia de Buenos Aires se hizo eco de algunas de las críticas y, en su goberna¬ 
ción, que se extendió entre 1987 y 2001, Antonio Cafiero promovió una serie de acciones en 
materia de vivienda. Del mismo modo, impulsó mejoras en el área de salud con la imple- 
mentación del ATAMDOS y un mejoramiento de las instituciones carcelarias. Así, a instan¬ 
cias del ministro de Gobierno Luis Brunatti, se promovieron ordenanzas en cierto modo revo¬ 
lucionarias que, lógicamente, no fueron sancionadas: el decreto de Consolidación Urbana 
y el decreto de Expropiación de terrenos baldíos o con edificación abandonada y de asen¬ 
tamientos^. 


^ En sus proyectos (Mensajes 410, 411, 412, 414/88) promovía la consolidación urbanística mediante la realiza¬ 
ción de planes ejecutivos (con estudios técnicos urbanísticos) en sectores deficitarios del conurbano bonaerense, 
con completamiento progresivo de la infraestructura y equipamiento comunitario (en esto es un antecesor del 
Decreto 3736/91 de Reconstrucción Urbana). También declaraba de utilidad pública y sujetas a expropiación las 
parcelas baldías o con edificación destruida o abandonada (como por ejemplo los pastizales urbanos y los talle¬ 
res abandonados). Además, declaraba la emergencia social y habitacional en el conurbano y disponía la regula¬ 
rización de villas y asentamientos precarios. Pero no solo eso: también proponía un mecanismo para financiar los 
proyectos de construccién de viviendas, infraestructura, expropiaciones y compra. 



En el marco de la Subsecretaría de Urbanismo y Vivienda (SSUV), creada dentro del 
Ministerio de Obras y Servicios Públicos (MOSP), se diseñó una serie de programas llama¬ 
dos «descentralizados» por fuera del FON AVI, afectando recursos del Fondo Provincial de 
la Vivienda (FOPROVI). 

La SSUV reunía a la Dirección de Ordenamiento Urbano (DOU) y al Instituto de la Vi¬ 
vienda (IVBA). Esta unión, muy positiva, intentó tratar conjuntamente la problemática del 
ordenamiento urbano y territorial con la del acceso a la tierra y la vivienda, así como 
los asentamientos irregulares que, por no estar encuadrados específicamente dentro de 
las leyes vigentes, eran en parte ignorados. 

Los programas de la SSUV fueron novedosos en varios sentidos: 

- Se intentó atender integralmente la temática de los asentamientos humanos, en par¬ 
ticular los de escasos recursos, generando interrelación entre instrumentos legales e institu¬ 
cionales. Esto posibilitaba el acceso al dominio, la subdivisión de los terrenos y el mejora¬ 
miento progresivo de las condiciones habitacionales. 

- Se abandonó la construcción de grandes conjuntos habitacionales y se adoptaron 
proyectos urbanos en los que predominaba la tipología barrial, buscando recrear la manza¬ 
na, con viviendas en lotes individuales. 

- Se incorporaron actores locales en tareas de ejecución de las operatorias. Los muni¬ 
cipios y las entidades sin fines de lucro (ESFL) pasaron a ser eslabones necesarios. 

En el conjunto de programas «descentralizados» había operatorias diversificadas. Es¬ 
tas respondían a un diagnóstico que entendía que el déficit habitacional no era uniforme y, 
por lo tanto, no podrían ser uniformes las respuestas. Tenemos, entonces, que a fines de los 
años 80 comenzaron a superponerse dos tipos de acciones en el territorio bonaerense: 

a) un paquete de programas alternativos diseñados en el IVBA y 

b) las acciones tradicionales emanadas del organismo nacional y del mismo IVBA, en 
las que se invertían los recursos FONAVI y parte del FOPROVI para construcciones de vi¬ 
viendas en conjuntos, realizadas a través de empresas privadas. 

A continuación, mencionamos todos los programas diseñados en este período, pero 
hacemos la aclaración de que únicamente los primeros tres dejaron cierta impronta en el 
territoño"^: PRO-TIERRA; PRO-CASA; Autogestión Constructiva; Pro-Techo-EVA (Elemen¬ 
tos de Vivienda Ampliable); Reconstrucción Urbana; Solidaridad; De vuelta al pago; Finan¬ 
ciación Compartida. 

El programa PROTIERRA, una de las líneas de trabajo de la SSUV, estaba facultado 
para impulsar la compra o los proyectos de expropiación necesarios para atender las nece¬ 
sidades de los sectores más pobres. Este programa tenía como objetivo principal la orienta¬ 
ción de recursos para encarar uno de los problemas más graves que hacen a la esencia de 
la cuestión habitacional, facilitando el acceso a la tierra con servicios urbanos a los sectores 
de menores ingresos. Este objetivo quedó plasmado en dos estrategias: producción de lotes 
con servicios en urbanizaciones nuevas y regularización dominial de tierras intrusadas o 
loteadas clandestinamente. 


El resto fueron expresiones de deseo que no llegaron a encarnarse en acciones concretas (o lo hicieron a mo¬ 
do de experiencias piloto), puesto que en el período siguiente fueron suplantados por otros programas. 



Así, mediante los decretos 815/88 y 4931/88, se dispuso la urbanización de tierra y la 
venta en cuotas de parcelas provistas de infraestructura básica, aceptando medidas meno¬ 
res a las exigidas para la generalidad. Los terrenos debían ser aptos hidráulicamente y ubi¬ 
carse en áreas urbanas o con posibilidad de incorporarse al tejido. 

El programa PRO-TIERRA intentaba adelantarse a las tomas de tierra y generar lotes 
urbanos donde las familias pudieran plantar gradualmente su vivienda. Mientras tanto, el 
programa PRO-CASA se abocaba a la construcción de viviendas utilizando prototipos con 
posibilidades de crecimiento y con bajo costo inicial, ya que las terminaciones quedaban a 
cargo de las familias beneficiadas. 

La aplicación de este tipo de soluciones tenía la finalidad de atender un mayor número 
de hogares con un presupuesto acotado. Apelaba a las capacidades de autoconstrucción y 
mejoramiento de viviendas de los sectores populares y descartaba la construcción en gran¬ 
des conjuntos habitacionales. 

El PRO-CASA fue pionero en la transferencia de recursos a los municipios y ESFL jun¬ 
to con la responsabilidad de ejecución de los programas, tal como lo expresan los documen¬ 
tos de la época: «Todo el proceso es ejecutado (proyecto, selección y aporte de tierras, 
construcción y adjudicación de viviendas) por las estructuras municipales. La provincia, a 
través del IVBA, apoya y asesora en el grado que la propia capacidad municipal lo requiera» 
(SSUV; 1991). 

Otro de los programas a considerar en el marco de este conjunto de iniciativas «des¬ 
centralizadas» es el de Autogestión Constructiva, que financiaba la compra de materiales y 
se apoyaba en el trabajo de los beneficiarios para la construcción de viviendas. En esta 
operatoria, el trabajo de los beneficiarios («autogestores») constituyó un insumo central, 
puesto que partía del reconocimiento de la autoconstrucción como una práctica histórica de 
los sectores populares y expresaba que el Estado, dentro de la gama de soluciones al déficit 
habitacional que podía ofrecer, debía ayudar con recursos económicos, asesoramiento téc¬ 
nico y apoyo social a quienes destinaban su propio esfuerzo a cubrir la necesidad de vivien¬ 
da digna^ 

Por su parte, el Decreto 3736/91 de Reconstrucción Urbana^ es un instrumento 
muy interesante e integral para la regularización de barrios. Este reconoce la existencia de 
asentamientos semiprecarios e irregulares, dándole un carácter diferenciado en su trata¬ 
miento y proponiendo mejorar gradualmente su situación a partir de proyectos concretos. 

Estos, al igual que el resto de los programas diseñados y puestos en práctica de ma¬ 
nera marginal durante la gobernación de Cafiero, constituyeron una experiencia que, a pesar 
de lo poco significativa que resultó en términos cuantitativos, dejó como saldo una práctica 
novedosa (y muy acertada, según los testimonios) de trabajo conjunto entre el Estado pro¬ 
vincial, los municipios y las ESFL. 

Podemos concluir que en este período hubo intenciones por parte de los funcionarios 
de encarar de manera diferente la problemática habitacional en el territorio de la Provincia y. 


® El Decreto 3736/91 expresa: «Se denomina Reconstrucción Urbana ai conjunto de acciones participativas diri¬ 
gidas a asentar con carácter permanente a los ocupantes de asentamientos precarios mediante la consolidación 
urbana del sector que ocupan. La reconstrucción de un barrio se dirige a lograr la regularización urbanística am¬ 
biental del asentamiento preexistente y facilita el saneamiento de la situación dominial al aportar plano de subdi¬ 
visión». “El proceso de reconstrucción urbana comprende: saneamiento ambiental, dotación progresiva de infra¬ 
estructura básica, redimensionado parcelario que permita el desarrollo de la vivienda familiar, correcta accesibili¬ 
dad y circulación, integración al entorno y acceso a espacios libres y equipamientos sociales mejorando las con¬ 
diciones preexistentes y asegurando un nivel mínimo de calidad urbana”. Permite aprobación de los planos aun¬ 
que aún no se hayan extendido los servicios, pero debe haber un proyecto aprobado. También permite menores 
dimensiones de parcelas que el Decreto Ley 8912/77 de Uso del Suelo, que es muy restrictivo. 



fundamentalmente, en el Gran Buenos Aires®. La mayor parte de las acciones de los pro¬ 
gramas PRO-TIERRA, PRO-CASA y Autogestión Constructiva se desarrollaron en el conur- 
bano bonaerense, porque se reconocía explícitamente que allí estaban concentrados los 
más altos niveles de déficit. 

Como se mencionó anteriormente, estas operatorias alternativas no arrojaron resulta¬ 
dos considerables en términos de cantidad de viviendas construidas. Sin embargo, sí pode¬ 
mos hacer referencia a dos cuestiones importantes que derivaron del trabajo en este perío¬ 
do: 

- La sanción de un conjunto de normativas vinculadas a la regularización dominial de 
los asentamientos, que abrieron puertas a las posibilidades de atender una de las aristas del 
problema: la tenencia irregular de la tierra urbana^. 

- Las experiencias de trabajo con los municipios y las ESFL. Durante esta etapa (y 
dentro de los escasos márgenes permitidos por los recursos del FOPROVI), hubo ensayos 
de trabajo «descentralizado» que luego fueron retomados y generalizados en el Plan Bonae¬ 
rense de Tierra y Vivienda. 

Estos son algunos de los resultados «no medibles» en términos cuantitativos, pero 
muy importantes como plataforma desde la que se partió en el período siguiente. 


3.3. Los programas del período 1992-2004 

A partir de la descentralización de los recursos FONAVI permitida por la ley de ratifica¬ 
ción del Pacto Fiscal Federal® en el año 1992, las provincias tienen la oportunidad de dise¬ 
ñar las políticas habitacionales que crean convenientes y aplicar los fondos coparticipados 
por la Nación a tal efecto. Con recursos a su disposición —elemento que faltaba en el perio¬ 
do anterior— y con la experiencia de trabajo descentralizado adquirida durante los últimos 
años de la década del 80 (además de la larga trayectoria de las ONG vinculadas al desarro¬ 
llo de proyectos de mejoramiento del hábitat urbano), el Gobierno provincial tuvo la posibili¬ 
dad de intervenir en la problemática habitacional de una manera integral, reconociendo los 
diferentes aspectos del déficit y planeando respuestas diversificadas. 

Pero no lo hizo con la suficiente amplitud como para acercarse a todos los sectores 
deficitarios, fundamentalmente a los más vulnerables. 

La descentralización de los recursos del FONAVI no fue un hecho aislado ni res¬ 
pondió fundamentalmente al interés de mejorar el sistema de provisión de vivienda social, 
sino que fue parte de las reformas estructurales que por esos años sufría todo el aparato 
estatal. Además, no hay que olvidar que se dio en el marco de las «recomendaciones» de 
los organismos internacionales de crédito. Estos ejercían presión para que el acceso a la 


® El IVBA diseñaba prototipos de vivienda ampliable y giraba el dinero a los municipios o las entidades, a modo 
de anticipo, para la compra de los materiales que los beneficiarios utilizarían en la construcción de sus casas. 
Luego, municipios y ESFL tenían 25 y 20 años, respectivamente, para devolver los créditos al Instituto. 

^ En el marco de la DOU/SSUV, se trabajaron los decretos 2441/88; 4481/88; 3736/91; procedimientos para 
realizar expropiaciones, entre otros. 


Ley 24.130/92 



vivienda por parte de los sectores populares tuviera al Estado como facilitador de\ ingreso 
al mercado y no como productor de unidades habitacionales. 


3.4. Otros programas de vivienda 

Con los recursos a su disposición, en 1992 el IVBA diseñó el Plan Bonaerense de Tie¬ 
rra y Vivienda (PBTV), conformado por varios programas y subprogramas, entre los que se 
destacó el Bonaerense II Solidaridad debido al volumen de recursos asignados. En estas 
políticas se incluyeron elementos muy importantes de la experiencia de la gestión anterior y 
quedaron afuera aspectos no menos relevantes, como el tratamiento integral de la proble¬ 
mática del hábitat, comenzando por el acceso a la tierra de los sectores carenciados. 

El modelo de gestión puesto a prueba en el paquete de programas descentralizados 
fue una introducción novedosa (antes de 1992, estos programas constituían operatorias 
marginales dentro del conjunto de acciones encaradas por la SSUV). Este modelo fue luego 
extendido a la totalidad de los programas del PBTV e incluía la participación de municipios y 
ESFL en tareas de ejecución de las operatorias en los ámbitos locales. 

En el marco de este plan, el Instituto abandonó el sistema de licitación a empresas pri¬ 
vadas de las obras y se constituyó en ente financiador de emprendimientos, sugeridos por 
municipios o entidades (mutuales, cooperativas, ONG, empresas). A estas instituciones se 
les asignó el rol de «gestoras», teniendo a su cargo obligaciones concretas y especificadas 
en los diferentes programas: contar con el terreno donde se harán las obras (con todos los 
certificados de aptitud y dominio correspondientes); confeccionar listados de adjudicatarios; 
elaborar el proyecto urbano (con aprobación del municipio); ejecutar los programas, etc. Ca¬ 
be destacar que todas estas tareas se realizaban con el asesoramiento técnico del Instituto. 

Con la puesta en marcha del PBTV, se generalizó el modelo de gestión que había co¬ 
menzado a delinearse en la etapa anterior afectando la totalidad de los recursos recibidos 
en la provincia en concepto de coparticipación del FONAVI, más el FOPROVI y las sumas 
provenientes de los recuperos de los créditos. 

Cabe mencionar que los programas del plan, en línea con los planteos de la ley nacio¬ 
nal que creó el Sistema Federal de Vivienda®, hacían un fuerte hincapié en el recupero de 
los créditos^® y estaban centrados en la provisión de vivienda. Quedaban en un segundo 
plano los programas que atendían la crucial problemática del acceso a la tierra urbana para 
los sectores cuya situación de pobreza y desempleo los mantenía excluidos, también, de las 
políticas habitacionales. 

El cuadro siguiente muestra los programas que formaron parte del Plan Bonaerense 
de Tierra y Vivienda desde el año 1992: 


BONAERENSE i 

ABUELOS - NOVIOS - CHICOS DE LA CALLE 

VIOLENCIA FAMILIAR - INCLUSIÓN (1992) 

BONAERENSE ii 

SOLIDARIDAD (1992) 


9 Ley 24.464/95 

Para lograr elevar el recupero se utilizó la Intermediación como modo de Identificar a un deudor principal: la 
ESFL y/o el municipio; estos últimos, además, debían constituirse en garantes de los préstamos, comprometien¬ 
do los recursos coparticipables que la administración provincial envía a los partidos en los que se divide el territo¬ 
rio bonaerense. 









SOLIDARIDAD - Autoconstrucción (1992) 

SOLIDARIDAD - Banco Hipotecarlo Nacional (1996) 
SOLIDARIDAD - Trabajar (1998) 

BONAERENSE III 

FINANCIAMIENTO COMPARTIDO (1992) 

BONAERENSE IV 

EMERGENCIA HABITACIONAL (1992) 

BONAERENSE V 

MEJORAR (1999) 

BONAERENSE VI 

INFRAESTRUCTURA (1995) 


En líneas generales, las políticas provinciales de vivienda de la última década no han 
apuntado a los sectores de más bajos recursos puesto que, para ser adjudicatario de una 
vivienda, había que acreditar que se contaba con un empleo e ingresos suficientes como 
para afrontar las cuotas. Los sectores de la población atendidos por los programas del IVBA 
fueron mayoritariamente las clases medias y medias bajas con empleo estable, condición 
que para los jefes de hogar no fue fácil mantener durante la década pasada. 

Paralelamente, durante la gobernación de Eduardo Duhalde, existió en la provincia de 
Buenos Aires una serie de programas focalizados que atendían diferentes aspectos vincula¬ 
dos a la pobreza. Dichos programas estaban gestionados desde el Consejo de la Familia y 
Desarrollo Humano, a cargo de su esposa, Hilda «Chiche» de Duhalde^L 

Dentro del conjunto de acciones focalizadas, estaba el Programa de Autoconstrucción 
y Ayuda Mutua^^ que, aunque con un alcance muy limitado, apuntaba a los sectores que 
quedaban fuera de todos los programas del Instituto de la Vivienda. Los más pobres entre 
los pobres, para quienes la política pública de vivienda no tenía opciones posibles y quienes 
tradicionalmente (y este caso no es la excepción) son presa de los aparatos políticos cliente- 
lares^^. 

3.5. La atención al problema del acceso a la tierra urbana 

Habiendo abandonado la operatoria PRO-TIERRA y separado de la SSUV a la Direc¬ 
ción abocada a ella, el problema del acceso legal a la tierra urbana quedaba disperso e in¬ 
cluido en diferentes acciones: Programa de Asentamientos Planificados, Plan Familia Pro¬ 
pietaria, Programa de Titularización de Inmuebles y operatorias del Instituto de la Vivienda. 


" En 1992, el Consejo de la Mujer pasó a denominarse Consejo de la Familia y Desarrollo Humano de la Provin¬ 
cia de Buenos Aires y a canalizar parte Importante de los recursos provenientes del Fondo de Reparación Histó¬ 
rica para el Conurbano Bonaerense. Estuvo bajo el mando de la esposa del Gobernador, quien se rodeó de 
«Consejeras» y de una gran cantidad de técnicos (fundamentalmente trabajadores sociales) que llevaban ade¬ 
lante los programas. 

Este programa daba respuesta a la demanda expresada individualmente a través de la entrega en el lote de 
materiales de construcción y el asesoramiento técnico a los autoconstructores. Los beneficiarlos tenían la posibi¬ 
lidad de devolver los montos Invertidos en los materiales para sus casas en cuotas muy bajas (y fijadas en fun¬ 
ción de la capacidad de pago de la familia) o, en caso de imposibilidad de pago, en horas de trabajo a realizar en 
otras viviendas del barrio o en la construcción del equipamiento comunitario. El recupero de los créditos no está 
expresado, al menos en los documentos oficiales del programa, como un objetivo central, como sí lo está en los 
programas de vivienda del IVBA y en la adhesión al Sistema Federal de Vivienda (ley provincial 11.663/95). 

«Desde el punto de vista político, en el caso de la provincia de Buenos Aires, la política social que fortalece el 
trabajo realizado por las manzaneras, proyecta la Imagen del gobernador y, fundamentalmente, la de su señora 
[...] el éxito de los programas en el Conurbano se mide por la falta de insurgencla, por el mantenimiento de un 
cierto orden que hace posible la gobernabllldad, fundamentalmente la relación entre gobernabilidad y pobreza 
[...] hay autores que explican la ausencia de conflicto social abierto por la existencia de controles Institucionales y 
por una combinación de mecanismos mediante los cuales el gobierno se vincula con la sociedad, tales como 
cooptación, cllentelismo, representación corporativa y negociación de situaciones (cfr. Duhau y Schteingart) que 
no parecieran estar ausentes en el Conurbano» (Herzer et. al., 1997). 











En el marco de la Dirección de Tierras y Urbanismo, se desarrolló el Programa de 
Asentamientos Planificados, a través del cual una empresa proveía el terreno, la infraes¬ 
tructura y la vivienda; el Banco Provincia financiaba la venta de los lotes y los futuros habi¬ 
tantes pagaban los créditos a largo plazo. Todo esto, cabe destacar, tenía lugar con la Di¬ 
rección de Tierras y Urbanismo como el intermediario facilitador, evaluador y controlador de 
los procesos. 

Esta operatoria tuvo bajo impacto en cuanto a la cantidad de barrios urbanizados y, en 
ocasiones, un impacto muy negativo, dado que los predios afectados, en general, se locali¬ 
zaron en zonas alejadas del área urbana. Además, se registran ejemplos de urbanizaciones 
sobre tierras con problemas hidráulicos y ambientales como Don Nicol (que fue «bautizado» 
Ni col-ectivos Ni coi-egios por el ingenio popular) en La Matanza y La Matera en San Fran¬ 
cisco Solano, Quilmes. La operatoria fue desactivada a fines de los 90. 

El Plan Familia Propietaria contaba con recursos para la compra de lotes, su urbani¬ 
zación y posterior venta a largos plazos a los adjudicatarios. Esta operatoria fue muy impor¬ 
tante (puesto que llegaron a urbanizarse más de 37 mil lotes), pero solo en los municipios 
del interior de la provincia donde el déficit, como veíamos anteriormente, no era tan alto ni 
estaba concentrado como en el conurbano. 

Por su parte, el Programa de Titularización de Inmuebles^"^ determinó un mecanis¬ 
mo para alcanzar la regularización dominial de la tierra, acortando los plazos tradicionales 
de posesión, permitiendo acceder, luego de 10 años, a la titularidad del lote. 

Su promulgación implicó muchas discusiones, tanto desde los que se oponían porque 
a su criterio se vulneraba el derecho de propiedad, como desde las organizaciones no gu¬ 
bernamentales que entendían que solo se daba una simple constatación de ocupación. Otro 
elemento problemático que cabe mencionar es el hecho de que esta ley no fija indicadores 
urbanos ni técnicos, por lo que se corre el riesgo de avalar la ocupación de terrenos en zo¬ 
nas inundables, zonas insalubres por alta densidad o zonas que no cuenten con los servi¬ 
cios básicos, consolidando formas de hábitat precario^®. 

Más allá de sus limitaciones, esta ley intenta dar respuesta a miles de familias com¬ 
pradoras de lotes que nunca pudieron escriturar y a ocupantes de terrenos vacantes que 
edificaron en sitios no reclamados por sus dueños. Además, al establecerse que el gasto en 
regularización constituya solamente el 1% del valor fiscal de los lotes, apunta a bajar los 
costos prohibitivos de los trámites necesarios para acceder a la posesión de los mismos y a 
poner en el mercado miles de propiedades regularizadas. 

Como ya mencionamos, otra de las formas de acceder a la tierra urbana está dada por 
el ingreso a algunos programas de vivienda del IVBA que incluyen el costo del terreno en las 
cuotas a pagar por la vivienda más el lote. 

En líneas generales, se puede decir que el Estado había abandonado la producción de 
vivienda nueva y asumido como que solo podía dar una respuesta muy parcial a lo existen¬ 
te, con leyes de expropiación que solo regularizan dominialmente. 

Así las cosas, el acceso a la tierra se ha convertido en un cuello de botella que, a 
su vez, dificulta el acceso a la vivienda. Los costos de la vivienda y el lote se tornan 


Ley 24.374/95. Organismo de aplicación: Dirección de Tierras y Urbanismo. 

Recae en el buen criterio de funcionarios y técnicos para no regularizar predios inaptos y promover el desarro¬ 
llo de una calidad de vida digna, buscando otras alternativas o acompañándose de otros programas. 



prohibitivos para una gran masa de población sin ingresos estables y suficientes para afron¬ 
tar el pago de las cuotas. Las familias desposeídas peregrinan por reparticiones con la sim¬ 
ple solicitud de tierra donde afincarse y, al no encontrar solución a su problema o plantearse 
esta a muy largo plazo, terminan ocupando un predio fiscal o asentándose en terrenos pri¬ 
vados, muchas veces inundables o desposeídos de infraestructura. La posterior regulariza- 
ción de tierras ocupadas, es decir, la acción sobre el hecho consumado, es significativamen¬ 
te más difícil y costosa para el Estado que la anticipación a través de operatorias que consi¬ 
deren el derecho a la ciudad desde su origen, facilitando realmente el acceso a la tierra ur¬ 
bana para los más pobres. 


4. Una incógnita: ia impiementación dei Pian Federai en ia Provincia de Buenos 

Aires 


A fines del año 2004, el Gobierno nacional lanzó el Pian Federai de Vivienda, afec¬ 
tando parte de los recursos provenientes de las mejoras en la recaudación impositiva y en 
un intento aparentemente redistributivo. La lectura de sus operatorias nos muestra que este 
pretende dar una respuesta integral, pues abarca la construcción de vivienda nueva (me¬ 
diante empresas y cooperativas) y el mejoramiento y completamiento de viviendas recupe¬ 
rables. Además, posee una línea de acción específica para villas y asentamientos. A conti¬ 
nuación se mencionan los programas que integran al Plan Federal: 

- Plan Federal de Construcción de Viviendas: este programa se propone actuar me¬ 
diante la licitación de obras a empresas privadas, las cuales, en la mayoría de los casos, 
deben aportar el terreno y el proyecto urbano. 

- Programa de Mejoramiento de Viviendas «Mejor Vivir»: partiendo del reconocimiento 
de que más de un tercio de las viviendas deficitarias son recuperables, esta operatoria plan¬ 
tea líneas de créditos para refacciones, ampliaciones, mejoras y terminaciones de unidades 
habitacionales. 

- Programa de Emergencia Habitaclonal «Techo y Trabajo»: esta operatoria tiene el 
doble objetivo de reinsertar a los trabajadores desocupados en el mercado laboral, a la vez 
que contribuye con la disminución del déficit de vivienda. Sus acciones se apoyan en el tra¬ 
bajo de cooperativas de construcción de viviendas y tendido de redes. 

Subprograma de Urbanización de Villas y Asentamientos: abocada a la problemática 
de los bolsones de hábitat más precario, esta operatoria propone la construcción de vivienda 
nueva, el mejoramiento de los trazados internos y el saneamiento. 

El Programa de Mejoramiento de Barrios (PROMESA) es preexistente a la sanción 
del Plan Federal y cuenta con financiamiento compartido por el Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID) y el Estado Nacional. Se trata de una operatoria que incluye la dotación de 
infraestructura, el mejoramiento del hábitat y la regularización dominial y urbana de asenta¬ 
mientos precarios. Quizás por primera vez se puede dar respuesta casi integrai (aunque 
los problemas sociales subsisten) a barrios importantes, como Villa Tranquila en Avellaneda; 
Satélite-San Carlos y Santa Elena en Moreno o Hardoy-La Paz en San Fernando, exten¬ 
diendo o proveyendo agua, cloacas, desagües pluviales, núcleos sanitarios, edificios comu¬ 
nitarios y también viviendas. Claro que es una gota de agua en el mar de carencias. 



Para la puesta en marcha de los programas que conforman el Plan Federal, la Subse¬ 
cretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda de la Nación se apoya en las tareas ejecutivas de 
actores locales (cooperativas, ONG, municipios) y en los institutos provinciales. 

En Buenos Aires, ha vuelto a crearse la SSUV y, en su seno, la Dirección de Coordi¬ 
nación de Políticas Habitacionales y el IVBA han tomado a su cargo las tareas que requieren 
los llamados a licitaciones de las obras. También han retornado al ámbito de la Subsecreta¬ 
ría las direcciones que tradicionalmente se han abocado a la problemática de la regulariza- 
ción dominial (Dirección de Provincial de Tierras y Dirección Provincial de Urbanismo). En 
principio, parece auspicioso el hecho de que vuelva a unificarse el tratamiento de las pro¬ 
blemáticas de tierra, vivienda e infraestructura. Habrá que evaluar dentro de un tiempo si 
estas reparticiones logran el grado de articulación necesario para que los resultados del tra¬ 
bajo se plasmen en mejoras del hábitat de los sectores carenciados de la sociedad. 

Un aspecto que aparece poco resuelto, al menos en la letra de los programas del Plan 
Federal, es el eterno problema del acceso a la tierra urbana. Ninguno de los programas se 
centra específicamente en esta cuestión, mientras que las ocupaciones ilegales de tierras y 
la densificación de los lotes al interior de los asentamientos precarios continúan acrecentán¬ 
dose día a día. 

Por su parte, la Provincia está incorporando algunos mecanismos de gestión novedo¬ 
sos de promoción del acceso a la tierra urbana por parte de los sectores más vulnerables, y 
poniendo en práctica otros que por falta de decisión política o condiciones poco propicias no 
se implementaban. De esta forma, por ejemplo, desde la Dirección de Regularización Urba¬ 
na y Dominial de la Dirección Provincial de Tierras, se impulsan las Mesas de Gestión en 
Tierras; la mediación o negociación entre propietarios y ocupantes; la Ley 11.622; el logro 
de la posesión por parte de los municipios vía Ley 24.320 (de Prescripción adquisitiva vía 
administrativa u otros); la ampliación de la Ley 24.374 de Titularización de Inmuebles a va¬ 
rias parcelas e incluso a barrios (transformándola en un medio de gestión urbano y no solo 
dominial), etc. También se le ha dado el impulso que nunca tuvo al Decreto 3736/91 de Re¬ 
construcción Urbana, posibilitado en gran parte por el PROMEBA. Esta es una norma que 
aborda integralmente la problemática y permite regularizar y subdividir áreas ya construidas 
y, por lo tanto, llegar a la escrituración individual, siempre que estén ejecutados los servicios 
o existan proyectos, y exige obras de saneamiento e infraestructura progresivas (al contrario 
de las leyes de expropiación y la 24.374, que exceptúan de la Ley de Uso del Suelo y de 
Hidráulica). 

Resta asignar mayores partidas presupuestarias, tanto para hacer efectiva la expro¬ 
piación de inmuebles ocupados para su posterior regularización, como para la compra de 
tierras. Se ha sancionado un Decreto de compra de tierra por el que, si la Municipalidad 
aporta un 40% (que puede ser descontado de la deuda que posea el propietario), la Provin¬ 
cia aporta un 60%. No obstante, aún no cuenta con presupuesto ni se sabe cómo se imple- 
mentará. 

Con respecto al Plan Federal, todavía es prematuro abrir juicios definitivos, pero se 
pueden adelantar algunos, que deberán ser contrastados: 

Entre los déficits y problemas están: 

- Pocos oferentes y poca competencia: falta de empresas en condiciones para licitar 
obras debido al quiebre o reducción de muchas de ellas. Aquellas que reúnen los requisitos 
tratan de imponer sus condiciones, buscando mayor rentabilidad. Será necesario estar aten¬ 
tos a las acciones de las empresas constructoras, eternas lobbistas que presionan para que 



el Estado eleve los montos a pagar por las unidades a construir (mucho se ha escrito ya 
acerca de las alianzas Estado-empresas que protagonizaron las operatorias realizadas con 
recursos del FONAVI por más de veinte años). 

- Escasez de terrenos fiscales de disponibilidad inmediata. Los existentes son de fe¬ 
rrocarriles u otros organismos concesionados, están ocupados o son inaptos). 

- Disminución de conocimientos técnicos en gran parte de la mano de obra, escasez 
de capataces, bajísimos honorarios propuestos para los directores de obra, equipos técnicos 
municipales no preparados. 

- Desconfianza de propietarios y cooperativas: hay reticencia a traspasar la tierra al 

IVBA. 

- Dificultades para intervenir las ONG. No se da el suficiente incentivo (monetario y de 
asistencia técnica) a las entidades sin fines de lucro. El plan no está pensado para ellas, 
sino para las grandes empresas. 

- Participación de la población involucrada recién en la etapa final. 

- Carencia de fondos para compra de tierras. Algunos Municipios han podido com¬ 
prar. En otros casos se apela a la ley 11.622^®. Actualmente con la política de intimación de 
Rentas varios propietarios, especialmente con terrenos ocupados irregularmente, que reci¬ 
ben intimaciones pero no pueden disponer de su terreno, se están acercando a los Munici¬ 
pios exponiendo ese deseo, para descargarlo de su patrimonio. 

- Demoras en los pagos de los certificados y en la firma de los convenios. 

- Dificultades para las entidades intermedias en acceder a la operatoria. 

Por lo expuesto, y más allá de sus deseos, no logra constituirse en un plan integral 
del hábitat: no promueve el crecimiento ordenado de la ciudad y no hay un plan de desarro¬ 
llo urbano. No obstante, consideramos que es sumamente importante que la problemática 
habitacional vuelva a estar en la agenda pública. 

El derecho a la ciudad concebido a partir de entender a la tierra urbana como 
bien social antes que como un bien especulativo con beneficios individuales es un tema 
pendiente. Una vez más, se cuenta con recursos que no son afectados a la resolución de 
este problema. Uno de ellos es el recurso humano, el capital social de pobladores, técnicos 
y organizaciones no gubernamentales. 

Un grupo de ONG está promoviendo una Declaración de Reforma Urbana que im¬ 
pulsa la protección legal del derecho a la vivienda y ciudad y a la regularización de la tierra, 
así como la democratización de su acceso. Además, promueve políticas redistributivas, una 
reforma tributaria y la modificación de la Ley Federal de Vivienda, entre otros puntos. 

Esperamos que, para que los recursos puedan ser verdaderamente aprovechados, 
las autoridades escuchen las recomendaciones de las organizaciones de base que día a día 
trabajan de cara a la necesidad. 


La Plata, septiembre de 2005 
Arq. Jorge Gil 
Lie. Mariana Relli 

Edición y revisión: Lie. Federico Gii García 


Esta ley da la posibilidad de condonar deudas impositivas sobre inmuebles que sean donados por los propieta¬ 
rios morosos para fines sociales. De esta manera, se podría fomentar la donación de Inmuebles que han dejado 
de tener Interés para sus propietarios o constituyen un problema, puesto que cargan con fuertes deudas Impositi¬ 
vas, y afectarlos a operatorias sociales. 
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